
 

 

 

 

 

ARTÍCULO 64.- Libertad condicional. El juez, previa valoración de la 

conducta punible, concederá la libertad condicional a la persona condenada a 

pena privativa de la libertad cuando haya cumplido con los siguientes requisitos: 

 

1. Que la persona haya cumplido las tres quintas (3/5) partes de la pena. 

 

2. Que su adecuado desempeño y comportamiento durante el tratamiento 

penitenciario en el centro de reclusión permita suponer fundadamente que no 

existe necesidad de continuar la ejecución de la pena. 

 

3. Que demuestre arraigo familiar y social. 

 

Corresponde al juez competente para conceder la libertad condicional 

establecer, con todos los elementos de prueba allegados a la actuación, la 

existencia o inexistencia del arraigo. 

 

En todo caso su concesión estará supeditada a la reparación a la víctima o al 

aseguramiento del pago de la indemnización mediante garantía personal, real, 

bancaria o acuerdo de pago, salvo que se demuestre insolvencia del condenado. 

 

El tiempo que falte para el cumplimiento de la pena se tendrá como periodo de 

prueba. Cuando este sea inferior a tres años, el juez podrá aumentarlo hasta en 

otro tanto igual, de considerarlo necesario. 
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1. Antecedentes 

 

Esta figura, también llamada «suspensión del resto de la pena»i, usualmente se le asocia con 

la figura del paroleii, que viene del francés «palabra de honor». Por eso, se ha difundido como 

«libertad bajo palabra». La gran diferencia es que allí se trata de una libertad vigilada que, 

como se explicó al analizar el artículo anterior, no es aplicable en nuestro medio.  

 



 

 

 

 

 

Más bien, como diría Reyes Echandíaiii (puniblidad, p. 331), sus orígenes se encuentran en 

la petite requete de París, en 1832. A mediados del Siglo XIX, en Irlanda, Sir Walter Crofton 

y, posteriormente, Alexander Maconochie, desarrollaron un sistema progresivo que, a 

cambio de trabajo y buena conducta, se les permitía a los condenados vivir fuera de la 

coloniaiv.  

 

Estas ideas rápidamente se difundieron en el Primer Congreso Internacional Penitenciario de 

1872, realizado en Londresv. Allí, delegados de distintos países discutieron sobre ese sistema 

progresivo, la racionalización del uso de la prisión y el uso de recompensas como estímulos 

por buen comportamiento carcelario.  

 

2. Finalidad 

 

Este instituto está pensando para estimular la buena conducta y la enmienda de quien está 

privado de la libertad. Es un tránsito entre la reclusión y su vida en sociedad. La posibilidad 

de volver a prisión podría convertirse en un «freno» que regulariza su comportamiento justo 

en los momentos más complejos, pues al volver a su entorno podrían reaparecer las 

condiciones que lo llevaron a cometer la conducta puniblevi. Por eso, se dice que esta 

institución permite «verificar la capacidad de autocontrol del sujeto»vii, una vez permanezca 

en libertad, lo que, por cierto, le permitiría su acceso a ciertas actividades laborales, 

formativas o terapéuticas que no se brindarían fácilmente durante su vida en reclusión.  

 

Tanto para la doctrinaviii, como para la Corte Constitucionalix, la libertad condicional tiene 

un significado moral y social. Es un estímulo orientado a que el condenado dé muestras de 

readaptación y, además, motiva a otros a seguir su ejemplo. En últimas, es un mecanismo de 

resocializaciónx. El mismo tribunal agrega que la cooperación del condenado es indicativa, a 

partir de su buena conducta, de esa voluntad de resocialización. Por eso, la libertad 

condicional cumple con los requisitos de prevención especial, cuando el condenado da 

muestras favorables de reinserción socialxi.  

 

Se suele discutir su naturaleza. Por una partexii, se afirma que se trata de una modalidad o 

forma de cumplimiento de la pena, en tanto que el condenado, a pesar de recuperar su 

libertad, sigue sometido a obligaciones impuestas por el Estado, entre ellas, ciertas reglas de 

conducta. Por tanto, su libertad se encuentra, aunque en menor medida, limitada y no la habría 

recuperado aúnxiii. De otro lado, se dice que la libertad condicional es solo un lapso de 

suspensión de la ejecución de la pena, aunque sujeto a ciertas condiciones que, de ser 

satisfechas, pueden dar lugar al cumplimiento de la penaxiv. En Colombia, por su ubicación 

sistemática y el capítulo en el que está ubicado, aún se discute si es realmente un mecanismo 

sustitutivo de la pena privativa de la libertadxv. 

 

En todo caso, se han reconocido algunas características a la libertad condicionalxvi, entre 

ellas, que:  

 

i. Es condicional, pues está sometida a determinadas obligaciones. 



 

 

 

 

 

 

ii. Es personalxvii. 

 

iii. Valorativa. 

 

iv. Limita los efectos de la cosa juzgada. 

 

v. Conduce a la extinción anormal de la pena 

 

vi. Modifica el plazo prescriptivo 

 

vii. Es irrelevante frente a la pena impuesta. 

 

Finalmente, es importante tener en cuenta que la libertad condicional es un camino que 

facilita la reintegración del condenado a la sociedad, una vez cumplidas ciertas obligaciones 

y, en ese sentido, el Estado honra los compromisos internacionales asumidosxviii.  

 

3. Requisitos para acceder a la libertad condicional 

 

En este modelo de gradualidad, orientado a la reinserción en la sociedad del condenado, 

existen varias exigencias para que la libertad condicional sea concedida.  

 

a. Requisitos objetivos 

 

Aunque el Código Penal presenta un orden distinto, en realidad el juez debería analizar que:  

 

i. El condenado haya cumplido con las tres quintas partes de la pena. 

 

ii. La persona no haya sido condenada por delito doloso dentro de los 

cinco (5) años anteriores. 

 

iii. La conducta no esté prohibida en norma especial. 

 

Además, a diferencia de legislaciones anteriores, donde se demandaba el cumplimiento de 

las dos terceras partes de la pena impuesta, hoy solo se precisa de las tres quintas. Esto quiere 

decir que la unidad de tiempo impuesto en la sentencia se divide entre cinco y, su resultado, 

se multiplica por tres. Ese valor debe ser equivalente al tiempo que el condenado ha estado 

en reclusión, dentro del cual se debe tener en cuenta lo que haya redimido por trabajo, estudio 

o enseñanza, en los términos del artículo 472 del Código de Procedimiento Penal. Para 

efectos de determinar estos plazos, la fórmula más sencilla consiste en contabilizar todos los 

días y dividir por treinta, así todo el tiempo es tenido en cuenta, independientemente de la 

irregularidad de los meses y, al final, es más favorable para el condenadoxix.  

 



 

 

 

 

 

Por otra parte, a diferencia de la suspensión de la ejecución de la pena, no hay posibilidad de 

conceder la libertad condicional a persona condenada por delito doloso dentro de los cinco 

años anteriores. Así, no hay lugar a ejercicios valorativos adicionales, salvo los beneficios 

por colaboración eficaz.  

 

Tales mecanismos de contribución a la justicia pueden darse en dos escenarios. Antes de la 

sentencia, o con posterioridad a ella. En la primera hipótesis, la fórmula más conocida es la 

del principio de oportunidadxx. Pero no es la única manera de hacerlo, pues la colaboración 

puede prestarse dentro del marco de un preacuerdo o cuando se usan, para una misma 

persona, las dos figurasxxi. También puede ocurrir que la contribución al esclarecimiento del 

hecho se produzca después de la sentencia, opción que, aunque no está detallada en la Ley 

906 de 2004, nada impide su aplicación, por razones de favorabilidad e igualdadxxii, con la 

regulación de la Ley 600 de 2000xxiii. 

 

Entre tanto, si no hay ninguna colaboración con la justicia y la persona cuenta con un 

antecedente dentro de los cinco años anteriores, no es posible acceder a la libertad 

condicional. En todo caso, es discutible admitir la valoración de condenas ya extintasxxiv para 

negar el subrogado. 

 

Incluso, no de forma pacífica, se ha afirmadoxxv que no se aplica la lista de prohibiciones del 

inciso 2 del artículo 68 A, conforme la interpretación que mejor reconoce el derecho a la 

libertad, del parágrafo primero de esa misma norma. Pero, en todo caso, se mantienen algunas 

de las exclusiones específicas mencionadas al analizar la suspensión condicional de la 

ejecución de la pena, ya mencionadas. Por ejemplo, el artículo 26 de la Ley 1121 de 2006, 

sobre delitos de terrorismo, secuestro y extorsión, nuevamente, salvo colaboración eficaz. 

Igualmente, el artículo 199 de la Ley 1098; sin embargo, en este caso, si el condenado, al 

momento del hecho, no supo la edad de la víctima, se puede obviar dicha restricciónxxvi, como 

si fuese un error de prohibición  

 

b. Requisitos valorativos 

 

También denominados criterios subjetivos deben, en todos los casos, ser analizados por el 

juez al momento de determinar la viabilidad de la libertad condicional:  

 

i. Valoración de la conducta punible 

 

ii. Desempeño y comportamiento de la vida en reclusión 

 

iii. Arraigo familiar y social 

 

Uno de los temas más discutidos ha sido el de la valoración de la conducta punible por parte 

del juez de ejecución de penas para acceder a la libertad condicional. En el Código Penal de 

1980 se buscaban fundamentos para evaluar la «readaptación social» en los «antecedentes de 

todo orden». En su tiempo, esto fue catalogado, con razón, como «peligrosista»xxvii. 



 

 

 

 

 

 

También, por aquella época, la Corte Suprema de Justicia sostenía que «la readaptación social 

no se restringe a que el delincuente sea un interno disciplinado, porque al igual, al salir a la 

calle puede en forma inmediata volver a delinquir, sino a que todos los elementos le den la 

convicción al juez de que al hacerlo se va a integrar a la sociedad»xxviii. Luego, afirmó que:  

 
«Se deriva con absoluta claridad la insuficiencia para reconocer la prerrogativa de la 

concurrencia del buen comportamiento carcelario, la dedicación al trabajo, estudio o 

enseñanza y la ausencia de antecedentes judiciales, dado que junto a estos factores debe 

valorarse la personalidad y antecedentes de todo orden, cuyo juicio positivo fundará el 

pronóstico de aproximación a la readaptación social (…) axiología que será cumplida 

mediante un proceso de verificación de las peculiaridades de la forma de ejecución de la 

conducta delictual, que siendo el producto del comportamiento humano es fiel reflejo de 

la personalidad del autor, como de su forma de ser y de actuar; y de los antecedentes 

individuales, sociales y familiares que constituyen todo orden»xxix.  

 

En el Código Penal de 2000 aparece la fórmula «previa valoración de la gravedad conducta 

punible», lo que se repite con la reforma de la Ley 890 de 2004. La Corte Constitucionalxxx 

analizó la expresión destacada en el entendido que dicha valoración deberá atenderse a los 

términos en que fue evaluada la gravedad de la conducta en la sentencia condenatoria por el 

juez de conocimiento.  

 

Posteriormente, la Ley 1709 de 2014 modificó el artículo 64 del Código Penal y determinó 

que el juez, «previa valoración de la conducta punible», podrá conceder la libertad 

condicional, y eliminó la expresión «gravedad». Por ello, la Corte Constitucionalxxxi indicó 

que el análisis de la conducta punible hecha por los jueces de ejecución de penas y medidas 

de seguridad deberá tener en cuenta las circunstancias, elementos y consideraciones hechas 

por el juez penal en la sentencia condenatoria, sean favorables o desfavorables al 

otorgamiento de la libertad condicional.   

 

Al respecto, la Corte Suprema de Justicia ha sostenido que:  

 
«i) No puede tenerse como razón suficiente para negar la libertad condicional la alusión a 

la lesividad de la conducta punible frente a los bienes jurídicos protegidos por el Derecho 

Penal, pues ello solo es compatible con prohibiciones expresas frente a ciertos delitos, 

como sucede con el artículo 68 A del Código Penal. 

 
En este sentido, la valoración no puede hacerse, tampoco, con base en criterios morales 

para determinar la gravedad del delito, pues la explicación de las distintas pautas que 

informan las decisiones de los jueces no puede hallarse en las diferentes visiones de los 

valores morales, sino en los principios constitucionales; 

 
ii) La alusión al bien jurídico afectado es solo una de las facetas de la conducta punible, 

como también lo son las circunstancias de mayor y de menor punibilidad, los agravantes 

y los atenuantes, entre otras. Por lo que el juez de ejecución de penas debe valorar, por 

igual, todas y cada una de éstas;  iii) Contemplada la conducta punible en su integridad, 



 

 

 

 

 
según lo declarado por el juez que profiere la sentencia condenatoria, éste es solo uno de 

los distintos factores que debe tener en cuenta el juez de ejecución de penas para decidir 

sobre la libertad condicional, pues este dato debe armonizarse con el comportamiento del 

procesado en prisión y los demás elementos útiles que permitan analizar la necesidad de 

continuar con la ejecución de la pena privativa de la libertad, como bien lo es, por ejemplo, 

la participación del condenado en las actividades programadas en la estrategia de 

readaptación social en el proceso de resocialización. 

 
Por tanto, la sola alusión a una de las facetas de la conducta punible, esto es, en el caso 

concreto, solo al bien jurídico, no puede tenerse, bajo ninguna circunstancia, como 

motivación suficiente para negar la concesión del subrogado penal. 

 
Esto, por supuesto, no significa que el juez de ejecución de penas no pueda referirse a la 

lesividad de la conducta punible para valorarla, sino que no puede quedarse allí. Debe, 

por el contrario, realizar el análisis completo»xxxii. 

 

Luego de una mejor comprensión, la Corte Suprema de Justicia, en decisión CSJ AP2977, 

12 jul. 2022, rad. 61471, estableció que la valoración preliminar del injusto no podía dirigirse 

a la responsabilidad penal del postulante (ya resuelta por el juez de conocimiento), sino, más 

bien, «desde la necesidad de cumplir una pena ya impuesta». En palabras de ese alto 

Tribunal:  

 
«La finalidad de la previsión contenida en el artículo 64 del Código Penal con sus 

respectivas modificaciones, no es otra, que relevar al condenado del cumplimiento de una 

porción de la pena que le hubiere sido impuesta, cuando el concreto examen del tiempo 

que ha permanecido privado de la libertad, de sus características individuales y la 

comprobación objetiva de su comportamiento en prisión o en su residencia, permiten 

concluir que en su caso resulta innecesario continuar con la ejecución de la sanción.» 

 

Igualmente, en decisiones CSJ AP3348, 27 jul. 2022, rad. 61616xxxiii; CSJ AP5608, 30 nov. 

2022, rad. 62520xxxiv y CSJ AP3556, 4 jun. 2025, rad. 68935xxxv, por ejemplo, se señaló que 

la simple gravedad de la conducta no era suficiente para decidir sobre el subrogado, sino que, 

más bien, se trata de realizar un análisis del injusto -en su totalidad, teniendo en cuenta las 

valoraciones favorables y desfavorables- y su relación con el proceso de resocialización del 

postulante.  

 

De esta forma, si solo se tratase de establecer «la gravedad» del delito, nunca sería otorgada 

la libertad condicional, puesto que se diría que, siempre, debería cumplirse con la totalidad 

de la pena prevista por el legislador para el injusto objeto de condena.  

 

Entonces el legislador pretendía, con la introducción del artículo 30 de la Ley 1709 de 

2014xxxvi, precisamente, exaltar la importancia del proceso de resocialización, pues es 

objetivo de la libertad condicional excusar al individuo de cumplir con toda la condena y 

permitirle, por un tiempo, permanecer en periodo de prueba, cuando de los elementos con los 

que se cuenten pueda afirmarse que ya no existe necesidad de la ejecución de la sanción penal 

de forma completaxxxvii. 



 

 

 

 

 

 

Ahora bien, frente al desempeño y comportamiento de la vida en reclusión, se parte de un 

modelo conductivista que busca una reorientación de la interacción del condenado con sus 

congéneres y la verificación del cumplimiento y sometimiento a mínimas reglas de conducta. 

Por ello, como bien dice Sandoval Huertas, «la concesión de la libertad condicional al 

comportamiento observado en la institución penitenciaria, viene a constituir nítido 

reconocimiento de que oficialmente interesa más, incluso en el ámbito normativo, el 

sometimiento del condenado al control disciplinario autoritario que su supuesta 

resocialización»xxxviii. A esta conclusión llega a partir de varios estudios que determinan que 

lo que se trata es un disciplinamiento del privado de la libertad.  

 

De ahí que proponga, con fundamento en la experiencia de varios países europeos, un modelo 

escalonado, donde se concedería la libertad condicional, previa valoración de un juicio de 

resocialización en cierto tiempo. Pero, también se podría acceder a tal posibilidad, sin valorar 

tal ejercicio de su comportamiento en reclusión, cuando haya superado un porcentaje superior 

del cumplimiento de la sanción impuesta. 

 

En el caso colombiano, según la Resolución 010383 de 2022, expedida por el INPEC, existe 

un Plan de Acción y Sistema de Oportunidades, el cual consiste en plantear pasos 

consecutivos (cada vez menos restrictivos para la libertad) y lograr un proceso de 

resocialización progresivo.  

 

De esta forma, hay una etapa inicial, una intermedia y una final. La primera está dirigida «a 

las personas privadas de la libertad que inician su proceso de tratamiento penitenciario y 

requieren mayores condiciones de seguridad». La segunda, que coincide con la fase media, 

se caracteriza por afianzar y fortalecer hábitos y competencias psicosociales, por lo que es 

aplicable a la población «que han demostrado avance y cumplimiento de los objetivos de 

tratamiento.». 

 

La fase final, que, generalmente, coincide con el cumplimiento de las tres quintas partes de 

la pena, corresponde a la de confianzaxxxix. Sin que esto implique que la ubicación en esa fase 

sea un presupuesto para acceder a la libertad condicional, dado que no es un mandato legal. 

 

Por eso, en la actualidad, el artículo 471 del Código de Procedimiento Penal exige que se 

acompañe la resolución favorable del consejo de disciplina o, en su defecto, del respectivo 

director del establecimiento carcelario. Además, la cartilla biográfica donde deben aparecer 

los registros de falta disciplinarias al interior del lugar de reclusión o la evaluación de la 

conducta intramural. El comportamiento bueno o ejemplar es importante en un pronóstico 

positivo. Pero hay que recordar que el juez no es un notarioxl. Podría serle insuficiente lo 

dicho por las autoridades carcelarias frente al comportamiento para entender colmado este 

requisitoxli. Sin embargo, el juez no tiene herramientas distintas para valorar tal 

comportamiento. Tendría que ser un caso excepcional donde, a pesar de la calificación 

favorable, existan, por ejemplo, comprobadas amenazas a víctimas o testigos desde el lugar 

de privación de libertad.  



 

 

 

 

 

 

El Código Penal, por cierto, exige que tal comportamiento permita «suponer fundadamente» 

que no existen necesidades punitivas. Lamentablemente, no hay mayor desarrollo 

jurisprudencial o doctrinario sobre a qué se refiere dicho estándar de prueba. Pero, como 

decía Sandoval Huertas, no es necesario contar con una «convicción plena»xlii. Podrían 

tratarse de unos simples motivos fundados, un estándar de «posibilidad», con algún soporte 

probatorio para llegar a tal conclusión, los que son entendidos por Velásquez han de referirse 

a las necesidades de prevención especial positivaxliii. En todo caso, no parece razonable basar 

estas exigencias en condenas que ya fueron declaradas extintasxliv.  

 

Finalmente, en relación con el arraigo familiar y social, por la redacción de la norma daría a 

entender que es un deber de acreditación en cabeza del procesado. Sin embargo, un 

entendimiento que beneficie el principio pro libertad, debería permitir al juez hacer la 

valoración con los elementos a disposición, sin perjuicio de los que sean aportados por el 

propio condenado. En consecuencia, es posible analizar, tanto los incorporados durante el 

juicio oral, como aquellos presentados en la audiencia de individualización de la pena y los 

que sean allegados de oficio, por la defensa o por el Ministerio Públicoxlv durante la ejecución 

de la sanción. Basta que se hallen en la actuaciónxlvi.  

 

Ahora, sobre lo que significa arraigar, la jurisprudencia ha dicho que es «el establecimiento 

de una persona de manera permanente en un lugar, con ocasión de sus vínculos sociales, 

determinados, por ejemplo, por la pertenencia a una familia, a un grupo, a una comunidad, a 

un trabajo o actividad, así como por la posesión de bienes» xlvii. 

 

Morris, por ejemplo, propone tres factores a valorar (aunque de forma exclusiva) al conceder 

la libertad condicional: «la existencia de una familia u otro grupo social de respaldo al que 

pueda incorporarse al ser liberado; la existencia de un empleo que le signifique un respaldo 

razonable; y el proceso y la duración del envejecimiento mismo»xlviii.  

 

Se considera, entonces, que la actitud de comparecencia al proceso antes de la privación de 

la libertad, la existencia de redes de apoyo o de lazos fuertes con la comunidad, por razón del 

trabajo, del estudio de los miembros de la familia que dependan económica o afectivamente 

del condenado, entre otros, serán insumos valiosos para decidir prudentemente sobre la 

concesión de la libertad condicional. 

 

Es importante analizar la situación de los habitantes de la calle o de las personas migrantes, 

para no generar condiciones de trato discriminatorio. Es preferible que, en dichas hipótesis, 

el juez realice enfoques diferenciadosxlix y, en cambio, pueda ser más exigente con las 

obligaciones (art. 65 del Código Penal) y su entendimiento por parte del beneficiario, en lugar 

de negar, sin más, la posibilidad de acceder a la libertad.  

 

c. Requisitos de ejecución 

 



 

 

 

 

 

i. El compromiso de cumplir ciertas obligaciones y la constitución de 

una caución 

 

ii.  Reparación a la víctima o el aseguramiento de su indemnización 

 

iii. Definir el periodo de prueba 

 

En cuanto a los compromisos que se adquieren al obtener el beneficio de la libertad 

condicional y la constitución de una caución, eso será tema de análisis cuando se examine el 

artículo 65 del Código Penal.  

 

Por lo pronto, frente a la reparación a la víctima o el aseguramiento de la indemnización, es 

una obligación incluida en el Código Penal de 2000 y reiterada con la reforma de la Ley 890 

de 2005. Sin embargo, la Corte Constitucional, en la sentencia C-823/05, declaró exequible 

dicha exigencia, en el entendido que, en caso de demostrarse la insolvencia actual del 

condenado, el no pago de la reparación a la víctima no impediría la concesión excepcional 

de la libertad condicional, previa contradicción del ministerio público y de la víctima.  

 

Luego, la Ley 1709 de 2014 mantuvo la exigencia de pago o garantía de indemnización 

«salvo que se demuestre insolvencia del condenado». La voz pasiva, como estructura 

gramatical, no determina quién debe llevar el deber de acreditación de la insolvencia. Lo 

usual es que lo haga la defensa, pero nada impide que pueda verificarlo el juez de ejecución 

de penasl, dadas las facultades oficiosas con las que cuenta. Al analizar los artículos 65 y 66 

del Código Penal volveremos sobre este tema.  

 

Ahora bien, la norma analizada también habilita que se acceda a la libertad condicional si se 

asegura el pago de perjuicios. Esto puede ocurrir, por ejemplo, cuando hay bienes afectados 

con fines de reparaciónli, se constituye una póliza o un título judicial para tal fin.  

 

Es importante precisar que el pago de la multa, contrario a lo dicho por el artículo 471 del 

Código de Procedimiento Penal, ya no es requisito para acceder a la libertad condicional, 

conforme lo previsto por el parágrafo 1 del artículo 4 de la Ley 1709 de 2014, norma posterior 

que derogó tácitamente tal exigencialii.  

 

De otra parte, el periodo de prueba deberá ser definido por el juez que, en principio, es el que 

falte para el cumplimiento total de la pena. En todo caso, no podrá ser inferior a tres años, en 

cuya situación, podrá ser ampliado por un plazo igual, si así lo considera necesario. Es decir, 

el juez tiene la facultad de mantenerlo en el periodo mínimo inicial.  

 

Solo restaría precisar que la libertad condicional se puede conceder de manera provisional, 

es decir, cuando una persona cumpla en detención preventiva las tres quintas partes de la 

hipotética pena a imponer. 
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